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de las Comunidades a los miembros de
sus gabinetes, realizando concursos que
son fotocopias de los requisitos que reú-
nen las personas que quieren funciona-
rizar.

La Administración comunitaria es
una Administración nueva que apenas
sobrepasa los cuarenta años de existen-
cia, y es una burocracia pequeña, si se
la compara con la de la mayoría de los
países miembros, y sin apenas historia,
con un aspecto esencial: su carácter su-
pranacional, en un proceso constante de
crecimiento por el aumento de países
miembros y por el aumento de compe-
tencias que ha tenido que asumir en los
últimos años. Estos procesos van a in-
fluir en el mundo funcionarial del que
estamos hablando de una manera deci-
siva.

El autor hace una descripción de esta
Función Pública cerrada, que es estatu-
taria, en que los miembros quedan pro-
tegidos de la arbitrariedad y con inde-
pendencia de presiones de sus gobiernos
de origen, que les permite hacer una ca-
rrera en el servicio comunitario, someti-
das las controversias a los Tribunales
comunitarios. Este es el modelo que es-
tudia el autor en su obra.

José Ignacio SARMIENTO LARRAURI

GONZÁLEZ PÉREZ, J.: La ética en la Admi-
nistración Pública, 2.a ed., Ed. Civi-
tas, Madrid, 2000, 171 págs.

La quiebra de la ética como guía de las
conductas y actuaciones humanas ha
originado una grave decadencia moral
en que se ven inmersas las sociedades
occidentales actuales. Esta crisis de va-
lores no ha supuesto el anquilosamiento
de una moralidad tradicional, ni el tras-
paso del testigo de la moral de una ge-
neración por los de otra posterior, sino
la práctica extinción de unos paráme-
tros éticos de conducta. Inquietud gene-
ral de la que se hace eco el Profesor
GONZÁLEZ PÉREZ en su monografía, ilus-
trando su conocimiento de dicha discu-
sión, haciendo mención a lo largo de
sus páginas de los enunciados y proble-

mas recogidos en la Encíclica Veritatis
Splendor, I Congreso Internacional de
Etica Pública (Washington, 1994), Con-
vención Americana contra la Corrup-
ción (Caracas, 1996), Informe Nolan
(elaborado por Gran Bretaña en 1995
como reacción frente a la conducta polí-
tica y administrativa), Consejo de la
OCDE (1998).

La unión entre ética y Derecho, ética
y Administración, ética y servidores pú-
blicos, ética y políticos, ética y ciudada-
nos se ha visto igualmente afectada por
este progresivo deterioro. Ello ha origi-
nado la lamentable situación en la que
nos vemos atrapados, donde prosperan
y se multiplican los casos de corrup-
ción, en sus diferentes manifestaciones,
cohecho, fraudes, malversación de fon-
dos públicos, uso de información privi-
legiada. Actuaciones que han originado
un torbellino de reformas legislativas,
sucesivas y caóticas, encaminadas a dis-
minuir los obstáculos establecidos por
el Ordenamiento Jurídico. Este panora-
ma presenta una coyuntura especial
cuando hablamos de la Administración
Pública, ya que ésta dispone de unas
prerrogativas y unas potestades que le
son concedidas por el ordenamiento
para el cumplimiento de los fines pre-
vistos en las normas que les atribuyen
dichos poderes, para la satisfacción del
interés general. La Administración úni-
camente puede actuar a través de perso-
nas físicas, de tal forma que, en definiti-
va, son éstas, las personas físicas, quie-
nes tienen en sus manos la forma de
utilizar esas prerrogativas, esos poderes.
El problema se produce cuando esas
personas, carentes de ética, las utilizan
de forma irregular, en su beneficio o en
beneficio ajeno. Y aún más, la situación
es insostenible cuando los corruptos y
corruptores no se esconden, sino que
alardean de sus prácticas, sin que prác-
ticamente exista censura social, cuyos
miembros, o bien se ven envueltos en
sentimientos de imitación, o bien olvi-
dan con excesiva celeridad. Pinceladas
del momento que vivimos magnífica-
mente denunciado por Alejandro NIETO,
en su conocida obra Corrupción en la
España Democrática.

Este tema tan brevemente perfilado
constituye el eje de la monografía La éti-
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ca en la Administración Pública, del Pro-
fesor GONZÁLEZ PÉREZ. NOS encontramos
con una obra que, partiendo del estudio
de la pérdida de los valores éticos en la
Administración y en los servidores pú-
blicos, acaba realizando un brillante es-
tudio de los problemas y perjuicios que
la falta de moralidad está causando en
las sociedades modernas, ya que la rei-
terada falta de ética es predicable por
igual de los ciudadanos como de los ser-
vidores de la Administración.

No es la primera ocasión en la que el
autor aborda esta problemática, pero
desde la primera edición de la obra «se
han multiplicado las conferencias, reu-
niones y convenciones; se han modifica-
do los Ordenamientos Jurídicos; se han
prodigado los Códigos éticos para funcio-
narios, v la bibliografía es abrumadora».
Todo ello hace necesaria una segunda
edición que recoja un análisis del fluir
de los acontecimientos que han desem-
bocado en la actual situación.

GONZÁLEZ PÉREZ comienza señalando
que la falta de moralidad es apreciable a
lo largo de nuestro devenir histórico;
por lo tanto, no constituye un mal pro-
pio de la sociedad moderna. El proble-
ma al que nos enfrentamos actualmente
reviste, sin embargo, una especial grave-
dad, puesto que la ausencia de ética ha
aumentado su campo de acción, sur-
giendo lo que se ha denominado corrup-
ción «sistemática». Frente a épocas en
que la inmoralidad era política, contras-
tando con la rectitud de los ciudadanos,
se asiste en la actualidad al espectáculo
de falta de ética generalizada, a una cri-
sis de valores que afecta tanto a la vida
pública como a la vida privada. Opina el
autor que la ética tiene que ser igual
para todos, va unida a la idea del hom-
bre, no tiene cabida diferenciar entre
una ética pública y otra privada. Estas
reflexiones, en mi opinión, nos abren
una puerta a cuestiones opuestas pero
estrechamente relacionadas. Por una
parte, el subjetivismo de los valores, de
la moral, de la ética, que son estableci-
dos por un grupo determinado, sea éste
religioso, político, económico (pueden
existir tantos valores como grupos). Por
otra parte, nos llevaría a otra cuestión:
la ética es subjetiva, pero no es menos
cierto que una sociedad necesita de cier-

ta Etica; de lo contrario, ¿podría ésta
subsistir? ¿Sería posible un desarrollo
social ordenado? ¿Podría sobrevivir una
sociedad que no tuviese un denomina-
dor común sobre lo debido correcto y lo
incorrecto? Si una sociedad no tiene
cierta Etica mayoritariamente aceptada,
¿en qué acabaría?

A efectos de centrar el objeto de estu-
dio, el autor insiste, acertadamente, en
aclarar que la monografía se centra no
en la corrupción, puesto que, a su juicio,
ésta constituye tan sólo uno, aunque
quizás el más grave, de los atentados a
la ética en que puede incurrir el servicio
público. Teniendo claro este punto de
partida, el estudio de la falta de ética,
procede a realizar una distinción muy
interesante entre la ética en la Adminis-
tración y la ética como fin de la Admi-
nistración. A este segundo aspecto (ética
como fin) el autor tiene dedicadas otras
páginas, ocupándose el libro que nos
ocupa del primero.

Tras haberse perfilado el objeto de la
monografía, se reflexiona sobre tres
grandes cuestiones. La primera engloba
el estudio de las exigencias de la Etica
en la Administración, esto es, la deter-
minación de los deberes que deben pre-
sidir la actuación de los servidores pú-
blicos. El autor empieza por los sujetos,
estimando que la ética pública engloba-
ría tanto a los agentes públicos como a
los profesionales que actúan en procedi-
mientos ante los órganos públicos asis-
tiendo a los administrados, y, dato im-
portante, comprende también a los titu-
lares de los órganos de gestión de las
grandes empresas cuya productividad
depende de las Administraciones Públi-
cas (tan falto de ética está el que vende
sus favores como el que pretende com-
prarlos). Todos ellos están obligados por
unos deberes personales (ejemplarizad
y honradez), por unos deberes en rela-
ción con los demás servidores públicos
y en relación con los administrados. Se
clarifica cuál es su objetivo, que debe
ser el servicio a los intereses generales
(servicio a la colectividad), trabajo bien
hecho (la ética exige entrega al servicio,
afán de perfeccionamiento), utilización
de los bienes adscritos al servicio, el lu-
gar (debe ser reflejo de austeridad), el
tiempo (sin demora ni retrasos) y la for-
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ma (el servidor público debe actuar con
sobriedad, transparencia, generosidad,
magnanimidad).

En este punto se denuncia que no to-
dos los administrados son iguales, que
la desigualdad es la norma y sobreviene
de la propia regulación. Sorprende al
autor el escaso interés que en la doctri-
na ha despertado la institución de la
«ventanilla», que es el primer contacto
con la Administración. Este fenómeno
da origen a la división que establece
GONZÁLEZ PÉREZ de los administrados
(que siempre hay que tener presente
que son los dueños de la Administra-
ción) en: a) público general (los que
quedan constreñidos a la ventanilla, de-
biendo soportar las interminables co-
las); b) otros administrados, que acce-
den por la ventanilla o puerta próxima,
no esperan turno e incluso respecto de
los cuales el servidor público puede lle-
gar a adoptar una posición de subordi-
nación, y c) los que no forman parte del
público, el administrado del teléfono, al
cual le es suficiente pulsar un botón
para lograr la hazaña tan deseada: la
atención del servidor público. Ante esta
clasificación pueden surgimos múltiples
preguntas: ¿Cuál es el «interés general»
que mueve al servidor público a esa dis-
tinción entre administrados? ¿Qué re-
quisitos son necesarios para poder ser
un administrado de la ventanilla próxi-
ma? ¿Cuáles son los ingredientes de la
receta del administrado telefónico?

Punto de especial interés reviste el de-
bate doctrinal existente en torno a la
idea de aplicar a la Administración una
práctica muy extendida en otros ámbi-
tos, necesidad de la elaboración de un
código ético, que englobaría no sólo
«medidas que no pueden limitarse a la
prevención o reacción frente a la corrup-
ción... sino que han de extenderse a garan-
tizar la vigencia y realización de todos los
valores éticos en el ámbito de la Adminis-
tración Pública». No obstante, existen
autores que no están conformes con la
elaboración de una reglamentación éti-
ca para los servidores públicos, esgri-
miendo para la defensa de sus posturas,
entre otros, los siguientes argumentos:
la vigencia de reglas disciplinarias que
cumplen la función de esos códigos, los
problemas examinados nunca podrían

ser solucionados por la existencia de es-
tas normas, lo realmente decisivo es la
autorresponsabilidad, el compromiso
personal.

Este debate doctrinal da como fruto la
apertura de nuevos interrogantes: ¿En
base a qué ética o valores se crearía ese
código? ¿Quién o qué poder determina-
ría cuáles son los valores a elegir? ¿Se
puede luchar contra la falta de ética si
no hay cierta moralidad en el servidor
público? ¿En qué medida puede la mo-
ral imponerse por normas? ¿Se puede li-
mitar la libertad del servidor público,
constrifiéndole a adoptar cierta morali-
dad? A pesar de todo lo expuesto,
GONZÁLEZ PÉREZ es consciente que la re-
novación de la Administración es invia-
ble si no va acompañada de una profun-
da reforma de la sociedad, pero dada la
pésima situación todo intento es válido.
Actuación que debe ir encaminada no
sólo a eliminar el recelo que la Adminis-
tración produce en los ciudadanos, sino
a crear una Administración que sea
ejemplo para ellos.

La segunda parte se dedica a las medi-
das preventivas que tratan de garantizar
el cumplimiento de los deberes éticos de
los servidores públicos, o sea, el estudio
de los controles tanto internos como ex-
ternos. El Derecho Administrativo debe
proteger y servir a los intereses genera-
les, motivo por el que se establecen una
serie de formalidades y de controles.
Destaca GONZÁLEZ PÉREZ las obligacio-
nes de los servidores públicos, estudian-
do primeramente las de acceso al cargo
público; en este punto el Ordenamiento
Jurídico no exige ninguna circunstancia
personal específica (lo que no ha sido
siempre así), pero sí respecto de las de-
claraciones de actividades y de bienes
(que se recogerán en el Registro de Acti-
vidades de Altos Cargos), e igualmente
es necesaria una declaración de bienes y
derechos (Registro de Bienes y Derechos
Patrimoniales). Durante el ejercicio de
la actividad existen unas incompatibili-
dades, un deber de abstención, y prohi-
bición de ser propietario de empresas o
tener participación en ellas, obligacio-
nes que se hacen extensivas al cesar en
el cargo.

La falta de ética del servidor público,
en este contexto, da origen a dos proble-
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mas de gran interés: la huida del Dere-
cho Administrativo y la atenuación de
las formalidades propias del mismo.
Desde hace algún tiempo se aprecia una
creciente tendencia a la utilización de
fórmulas de Derecho privado, que per-
mite una mayor libertad, al ser éste me-
nos formalista, en el ejercicio de funcio-
nes consideradas tradicionalmente
como administrativas. Ello viene deter-
minado por la rigidez, del Derecho Ad-
ministrativo, la cual se establece para
impedir desviaciones en los fines que la
Administración tiene encomendados.
Esta huida del Derecho Administrativo
viene acompañada de una relajación en
los controles y garantías que suponen
las formas y los procedimientos. En este
punto, señala el autor cómo este fenó-
meno está afectando al actual sistema
de oposición, donde se da cabida a me-
canismos ajenos al sistema tradicional,
tales como dar preferencia a que se ha-
ble una lengua vernácula, a la realiza-
ción de una entrevista.

A pesar de la existencia de unos debe-
res éticos y unas medidas encaminadas
a la consecución de los mismos, puede
suceder que éstos no sean respetados.
Esta hipótesis, que la realidad se encar-
ga reiteradamente de demostrar, nos en-
laza con el último tema de estudio: las
infracciones, las modalidades represi-
vas; en deiinitiva, la reacción del Orde-
namiento Jurídico frente a los actos
contrarios a la ética. Primeramente, la
Administración cuenta con medios para
evitar llegar a estos excesos, siendo el
eje de estas medidas administrativas el
régimen disciplinario y la inspección.
No obstante, existiendo estas cautelas,
pueden llegar a realizarse conductas
que, por su especial gravedad, dan un
salto y son catalogadas como delitos. En
estas últimas y en la regulación de los
artículos 404 a 408, 419 a 421, 423, 428
a 436 del nuevo Código penal (23 de no-
viembre de 1995) centra el autor su
atención, criticando los múltiples defec-
tos que dejarán sin condena actuaciones
corruptas.

En definitiva, nos encontramos ante
una obra a la cual no se le ha escapado
ninguno de los grandes y graves proble-
mas que implican la crisis de los valo-
res, la falta de ética de la Administra-

ción y de la sociedad. Obra que, presidi-
da por la agudeza de ingenio y entrete-
nida prosa (a la que nos tiene acostum-
brados su autor) y por una brillante re-
copilación de la legislación vigente y de
la jurisprudencia más actual, nos instru-
ye con una reflexión sobre la ética, sin
que se le escape ninguno de los proble-
mas que ello implica, tales como la pér-
dida de la idea del ciudadano como due-
ño de la Administración, pérdida de la
correlación entre derecho del adminis-
trado y deber del servidor público, hui-
da del Derecho Administrativo, atenua-
ción de las formalidades y controles,
relaciones entre economía y Adminis-
tración... Si bien es cierto que algunos
aspectos son simplemente menciona-
dos, el autor lo soluciona ya que reen-
vía a obras suyas donde son tratados.

Se trata, en definitiva, de una obra de
imprescindible lectura no sólo para los
estudiosos del Derecho Administrativo,
sino también para aquellos cuyas in-
quietudes les conduzcan a buscar una
reflexión profunda y meditada de la ac-
tualidad.

Almudena LÓPEZ BARRERO
Universidad Complutense de Madrid

LÓPEZ CALERA, N.: ¿Hay derechos colecti-
vos? Individualidad y socialidad en la
teoría de los derechos, Ed. Ariel Dere-
cho, Barcelona, 2000, 168 págs.

La posibilidad de la existencia de los
derechos colectivos es una vieja polémi-
ca en el mundo del Derecho, imiy repre-
sentativa, además, de la inevitable rela-
ción causal existente entre las concep-
ciones jurídicas y las ideologías. LÓPEZ
CALERA sabe que no se puede ni se debe
caer en «entusiasmos colectivistas»; le-
jos de ello, afirma moverse por un sim-
ple interés de tipo pragmático. Los
tiempos están mostrando, en nuestra
realidad sociológica y jurídica, la cre-
ciente relevancia de grupos que plan-
tean al Derecho desafíos a los que éste
deberá hacer frente si no quiere dejar
sin respuesta los conflictos que su exis-
tencia plantea.
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